CONSEJO REGIONAL DE ECONOMÍA SOCIAL

DE CASTILLA-LA MANCHA

Comisión de arbitraje, conciliación y mediación.

Avenida de Irlanda, 14.

45071 - Toledo

EXPEDIENTE ARBITRAJE.-  Nº AR - 44/2012
MODALIDAD.-   DE  DERECHO
DEMANDANTE.- D. XXXXX
DEMANDADA.- XXXXX
LAUDO 3/2012
En Albacete, a catorce de mayo de dos mil doce.

Justo Juan Pliego Romero, colegiado nº XXX del Ilustre Colegio de Abogados de Ciudad Real, con domicilio a efectos de notificaciones en XXXXX, en la localidad de XXX, XXX, provisto con D.N.I. nº XXX, nombrado Árbitro Único en el expediente número  AR - 44/2012 en virtud de Resolución de fecha de 9 de marzo de 2012 de la Secretaría del Consejo Regional de Economía Social de Castilla-La Mancha, después de tener en consideración las alegaciones manifestadas y una vez examinada la prueba aportada, procedo a dirimir en Derecho las cuestiones que me han sido planteadas por las mismas, exponiendo a continuación los siguientes 
ANTECEDENTES
I.-  PRETENSIONES DE DÑA. XXXXX, EN CALIDAD DE REPRESENTANTE DE D. XXXXX, EX SOCIO  DE XXXXX
DON XXXXX, mayor de edad, con D.N.I. nº XXX , actuando en su nombre y representación Dña. XXXX, letrada nº XX del ICA de Albacete, con domicilio a efectos de notificaciones en su despacho profesional sito en calle XXX, número XX, X de XXX, legitimado activamente en este procedimiento en su calidad de ex socio de la entidad XXXXX, en su escrito inicial de 02 de febrero de 2012 de solicitud de arbitraje en la modalidad de Derecho, que dio lugar al presente expediente arbitral, planteó las cuestiones que sucintamente se exponen a continuación:
PRIMERO.-     Que el demandante ha sido socio de la entidad XXXXX, de la clase de las de trabajo asociado, - con sede social en la localidad de XXX, provincia de XXX -, desde su constitución teniendo por objeto social “el trabajo de ebanistería y carpintería en  general.”
SEGUNDO.-    Señaló el demandante que en fecha 03 de julio de 2006 se firmó un acuerdo entre el presidente de la cooperativa y el actor, con el que se ponía fin a la relación societaria, reconociendo la cooperativa la existencia de una deuda por valor  DOCE MIL EUROS (12.000,00 euros), en concepto de participación social de la empresa, pagaderos a razón de TRES MIL EUROS (3.000,00 euros) anuales en los ejercicios 2007, 2008, 2009 y 2010 respectivamente.
TERCERO.-   El primer plazo del citado pago en el párrafo anterior se produjo en 2007 por valor de 2.100 euros, lo que dio lugar a una reclamación en vía jurisdiccional ante el Juzgado Mixto Nº 1 de Casas Ibáñez, provincia de Albacete, bajo el procedimiento XX/XX que en sentencia de fecha 19 de octubre de 2011 (aclarada por Auto de fecha 20 de octubre de 2011), condenó a la cooperativa al abono de los 900,00 euros pendientes junto con los intereses legales desde el 5 de noviembre de 2008 y las costas del proceso.
Desde que se dictó la anterior sentencia, el ex socio había interpuesto demanda en reclamación del resto de plazos pendientes de abono correspondientes a los ejercicios ya vencidos 2008, 2009 y 2010, que se admitió a trámite ante el Juzgado Mixto de XXX bajo el procedimiento ordinario XX/XX.

CUARTO.-   Se aporta por el demandante la liquidación efectuada por el Consejo Rector y notificada en su escrito de fecha 04 de mayo de 2009 (documento nº 6 de la demanda), por lo que tras la imputación de pérdidas sufridas en el ejercicio 2006 en el que causó baja, más las acumuladas de años anteriores, suponía la existencia de una deuda del demandante con la sociedad cooperativa por la cantidad de MIL DOSCIENTOS ONCE EUROS CON OCHENTA Y OCHO CÉNTIMOS DE EURO (1.211,88 euros), ese resultado se obtiene de aplicar a unas aportaciones obligatorias reconocidas por la cooperativa de 12.367,97 euros, unas pérdidas imputables al socio por valor de 13.579,85 euros.
QUINTO.-    Contestó el ex socio demandante por burofax de fecha 29 de mayo de 2009, alegando que habiendo causado baja en la cooperativa en fecha 03 de julio de 2006 las pérdidas que hubieran de aplicarse del ejercicio 2006 debería serlo a proporción del período efectivamente ligado a la actividad cooperativizada. Junto a lo anterior consideraba extemporánea la liquidación efectuada en abril de 2009 por el Consejo Rector, dado que las Cuentas Anuales correspondientes al ejercicio 2006 se aprobaron por la Asamblea General de fecha 30 de junio de 2007, disponiendo de un plazo de tres meses desde la misma para efectuar el cálculo de la liquidación y su notificación al socio que causa baja.
SEXTO.-   Que la sociedad cooperativa notificó al ex socio en fecha 07 de julio de 2009 el acuerdo de la Asamblea General extraordinaria, celebrada el 02 de julio de 2009, que desestimó las alegaciones efectuadas.

Dicho acuerdo dio lugar a la apertura del procedimiento ordinario de impugnación de acuerdos sociales nº XX/XX ante el Juzgado de lo Mercantil y de Primera Instancia Nº X de XX, que en su Auto de fecha 12 de septiembre de 2011 - ratificado por Auto del mismo órgano jurisdiccional de fecha 12 de enero de 2012 y notificado el 20 de enero del presente año -, declaró la falta de jurisdicción del Juzgado, absteniéndose a favor del sometimiento  al arbitraje del Consejo Regional de Economía Social de Castilla-La Mancha.
SÉPTIMO.-   Que la sociedad XXXX ha requerido al ex socio en fecha 25 de enero de 2012 a través de burofax para que efectúe el abono de la cantidad de 1.211,88 euros, que según la liquidación de la cooperativa se adeuda a la misma por el demandante, poniendo en su conocimiento que de no hacerse efectiva aquella se iniciarían las acciones legales que se estimaran oportunas.
OCTAVO.-    Que la representación del ex socio solicita de este Árbitro la declaración de  NULIDAD del acuerdo social adoptado por la Asamblea celebrada el 02 de julio de 2009 en base a su calificación de extemporáneo y por el fondo del asunto – aunque equivocadamente invoca el artículo 54 de la Ley 11/2010, cuando el que sería aplicable es el artículo 43 de la Ley de 2002 -, ratificando la deducción y liquidación realizada por el Consejo Rector al Sr. XXXX en su reunión de fecha 30 de abril de 2009.

II.- CONTESTACIÓN DE LA ENTIDAD XXXX,
Por otra parte, la cooperativa XXXX, con domicilio social en la localidad de XXX, provincia de XXX, en XXX, provista de C.I.F. nº XXX y actuando en calidad de representante legal su presidente Don XXXX, con D.N.I. nº XXXX; contestó ante el Consejo Regional de Economía Social mediante escrito de aceptación y posterior de contestación a las alegaciones, de fecha 29 de febrero de 2012, en el que planteó de contrario los siguientes argumentos que se resumen a continuación.
PRIMERO.-   Señaló la demandada como cuestión previa alegando la caducidad y la aplicación a este procedimiento arbitral de las normas recogidas en la derogada Ley 20/2002, de Cooperativas de Castilla-La Mancha, por ser la vigente en la fecha en la que se desarrolló la baja del demandante como socio y no la alegada por el demandante Ley 11/2010, de 4 de noviembre.
También recoge en su escrito la cooperativa demandada la existencia de un procedimiento específico y regulado tanto en la Ley de 2002 como en la vigente Ley de Cooperativas, para la impugnación de los acuerdos del Consejo Rector, que se recogía en el artículo 61.6 de la Ley de 2002, remitiéndose al artículo 30.6 de la misma norma, que establecía el plazo de un mes para la impugnación ante la jurisdicción competente, iniciándose el cómputo de de dicho plazo desde la efectiva notificación. De tal manera que no sería de aplicación el plazo de UN AÑO que el demandante sostiene en su escrito, por lo que habiendo sido notificado el acuerdo desestimatorio de la Asamblea General en fecha 07 de julio de 2009 y no ejercitada su demanda hasta el 02 de julio de 2010, habría transcurrido el plazo de UN MES que opone la cooperativa.
Continua la demandada señalando que la solicitud de arbitraje – de fecha 03 de febrero de 2012 -, no cabría aceptar una interrupción en el cómputo de los plazos de la prescripción que traería su causa de la tramitación del procedimiento nº XX/XX, ante el Juzgado de lo Mercantil y de Primera Instancia Nº X de XXXX, al considerar la entidad que el plazo es de caducidad y no de prescripción, por lo que no cabría hablar de interrupciones.
De la muy extensa argumentación de la cooperativa se sostendría de manera expresa que “en el momento de la solicitud de arbitraje habría caducado la posibilidad de impugnación del acuerdo social, por el transcurso del plazo previsto legalmente. El acuerdo es firme e inatacable. Por ello, la liquidación es líquida y exigible ….”
Igualmente establece que también habría transcurrido el plazo, si se aplica como elemento de cálculo el auto declarando la falta de jurisdicción – 12 de septiembre de 2011 -, y no la aclaración que solicita la cooperativa, la cual se resuelve el 12 de enero de 2012.

SEGUNDO.-    Alega la cooperativa que estaríamos en todo caso ante un supuesto de anulabilidad, primero porque considera aquella que no se ha concretado petición expresa alguna en la demanda, y básicamente porque el acuerdo de la Asamblea General no sería “atentatorio contra ningún precepto legal, ni contra la moral o el orden público, ni existe precepto legal que imponga la nulidad <per se> del acto …”. 
Por lo anterior señala la representación de la cooperativa que no procedería entrar en el fondo de la cuestión planteada en el arbitraje, ya que considera que el objeto del mismo sería un acuerdo de los órganos sociales competentes ya firme.

TERCERO.-    Señala en su escrito la entidad que lo solicitado por el ex socio sobre la nulidad del acuerdo - por haber transcurrido el plazo de tres meses desde la aprobación de las cuentas anuales del ejercicio 2006, donde se causó la baja objeto de este arbitraje -, sólo sería objeto del devengo de intereses legales desde la fecha que debió realizarse el acuerdo, consecuencia que extrae analógicamente de lo previsto en el derogado artículo 36.2 de la Ley de 2002 para la convocatoria de Asamblea fuera de plazo.
Califica como imperativa la naturaleza de la liquidación a efectuar al socio que causa baja, tanto en base a la normativa de cooperativas como a los propios Estatutos sociales, lo que entraría en contradicción con la nulidad solicitada por la parte demandante.
CUARTO.-   Finalmente, la representación de la cooperativa esgrime como no vinculante a efectos de liquidación y reembolso de aportaciones, el acuerdo suscrito el 03 de julio de 2006 entre el ex socio y D. XXXX, éste último en calidad de Presidente de XXXX, dado que para hacer dicha liquidación de las aportaciones “sólo pueden hacerse una vez finalizado el ejercicio económico, y en el plazo de tres meses posteriores a la aprobación de las cuentas”, según lo establece el propio artículo 55 de los Estatutos Sociales de XXXX; o lo que es lo mismo, cuando restaba casi medio ejercicio económico por desarrollar.

A lo anterior la cooperativa adiciona que no considerar los argumentos aportados supone un enriquecimiento injusto para el socio que causa baja, dado que el principio de libertad asociativa debe conciliarse con el respeto a la asunción de los compromisos propios de las cooperativas, debiendo afrontar su parte proporcional en las deudas de la sociedad que se han generado mientras el ex socio ha estado en situación de activo, cantidades que estarían totalmente determinadas y líquidas, por lo que su no asunción como propias en la proporción que le pudiera corresponder conduciría al citado enriquecimiento.
QUINTO.-   La cooperativa XXXX solicitó de este Árbitro que en primer lugar se estimara la cuestión previa formulada, admitiendo así la caducidad alegada respecto de la impugnación del acuerdo social, por ser el mismo firme e inatacable, y con carácter subsidiario en el caso de no ser aceptada aquella, que se confirme íntegramente calificando como AJUSTADAS A DERECHO tanto la resolución del acuerdo del Consejo Rector de fecha 30 de abril de 2009 de liquidación y reembolso de aportaciones obligatorias, como el posterior acuerdo de la Asamblea desestimado el recurso interpuesto por el socio D. XXXX.

III.- VISTA PRELIMINAR Y MEDIOS DE PRUEBA PRACTICADOS
Se celebró la vista preliminar de manera simultánea con la vista definitiva en este procedimiento arbitral en fecha 27 de abril de 2012, habiendo sido así acordado por el Árbitro – y no habiéndose opuesto las partes en el procedimiento -,  al amparo de las facultades a aquel conferidas por el artículo 26 del Decreto 72/2006, de 30 de mayo, de los procedimientos de Arbitraje, Conciliación y Mediación en el ámbito de la economía social  (DOCM  Nº 214 de 02/06/2006)  – en adelante se designa en este Laudo como el Reglamento -, que determina que “los árbitros, con sometimiento al presente Decreto, ordenarán el procedimiento arbitral con libertad para practicar cuantas diligencias consideren necesarias, aunque no les hubiesen sido solicitadas por las partes”, otorgándoles al tiempo el citado precepto a este órgano la facultad de impulsar el procedimiento con el fin de agilizar el paso de una fase a otra.


Dicha unificación de fases se fundamenta en la aplicación de lo previsto en el artículo 4 del Reglamento, que establece como principios rectores del procedimiento arbitral el de economía procesal, agilidad, igualdad entre las partes y gratuidad, dando así contenido efectivo al arbitraje como medio para la resolución extrajudicial de conflictos.

Tanto la citada vista preliminar como la vista definitiva se celebraron en la sede provincial en Albacete de los Servicios Periféricos de la Consejería de Empleo y Economía de la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha, para fijar los términos de la cuestión litigiosa del presente procedimiento de arbitraje, en su modalidad de Derecho, de conformidad con el artículo 22.2 del Reglamento.

Tuvo lugar dicho acto con la presencia del solicitante del procedimiento             D. XXXX,  asistido de la letrada D. XXXX,  así como de la parte demandada, XXXXX, representada en este acto por su presidente D. XXXX, con la asistencia letrada de D. XXXX, colegiado nº XX del ICA de XX. Los apoderamientos de ambos letrados se realizaron por comparecencia ante este Árbitro.

Dando inicio a la vista preliminar, se concedió en primer lugar la palabra a la parte demandante, la cual ratificó íntegramente en este acto su escrito de solicitud de arbitraje, fijando así el objeto de su petición. A continuación, se dio traslado a la entidad  XXXX, la cual procedió a ratificar en todos sus términos lo establecido en el escrito de contestación aportado.
Habiendo alegado con carácter previo la sociedad cooperativa que la acción interpuesta por el ex socio era totalmente extemporánea, dado que se incumplió el plazo de UN MES establecido en el artículo 43.5 de la derogada Ley 20/2002 para impugnar los acuerdos anulables emitidos por la Asamblea, y que se había iniciado dicho plazo desde la adopción del acuerdo y su conocimiento efectivo por el demandante.

Se opuso por la demandante que lo solicitado en su escrito era la declaración de nulidad tanto del acuerdo del órgano de administración como del derivado de la Asamblea, para cuya invocación en este último caso rige el plazo de UN AÑO desde la adopción del acuerdo o inscripción en el Registro de Cooperativas de Castilla-La Mancha, según se recoge en el mismo precepto legal.

Por parte del Árbitro se acordó tras la interposición de la excepción alegada, la continuación del procedimiento señalando a las partes que sobre dicha excepción se resolvería con carácter previo a la valoración del fondo del asunto.
Al amparo del artículo 24 del Decreto 72/2006 se abrió el período de propuesta de medios de prueba, de forma que la parte demandante procedió a aportar a este procedimiento nueva prueba documental, a la ya incorporada en su escrito inicial, en concreto formada por:
· Estatutos de XXXX,
· Extractos bancarios de los ingresos realizados por la cooperativa al demandante en cumplimiento de la deuda reconocida.

· Diligencia de ordenación declarando la firmeza de la sentencia dictada en el procedimiento XX/XX, del Juzgado Mixto Nº X de XXX (XXX).

· Diligencia de ordenación con entrega de mandamiento de pago derivado de la ejecución de la sentencia del procedimiento XX/XX.

· Sentencia XX/XX de fecha 21 de marzo, dictada en el procedimiento XX/XX por el Juzgado de XXX Nº X, condenando a XXXX a abonar al ex socio los 9.000,00 euros pendientes derivados del acuerdo suscrito el 03 de julio de 2009.

No habiendo solicitado la práctica de pruebas la parte demandada, salvo que se tuvieran por reproducidas las aportadas documentalmente por ambas partes en sus escritos, se expuso a la representación de la cooperativa por parte del Árbitro la posibilidad de que pudiera oponerse a la prueba aportada en la vista, sin que se alegara nada a la misma, dándose entonces por concluida esta vista preliminar y decretándose con carácter inmediato la celebración en un único acto de la vista para la práctica de los medios de prueba solicitados y presentación de conclusiones.

IV.- VISTA PARA CONCLUSIONES
Habiéndose aportado nueva prueba documental por la demandante sin oposición de la cooperativa, y aceptado mutuamente la incorporada en los escritos de demanda y de contestación, este Árbitro incluyó toda ella en el procedimiento a los efectos de dictar el posterior Laudo.

Finalizada la práctica de los medios de prueba, ambas partes expusieron sus conclusiones, ratificando las ya expuestas y recogidas en el procedimiento.

A la vista de los antecedentes expuestos y dado que se trata de un arbitraje de Derecho, se exige motivación jurídica en su resolución; por ello el Árbitro que suscribe considera de aplicación los siguientes
FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO.-    Sobre la competencia arbitral
El Consejo Regional de Economía Social de Castilla-La Mancha se halla facultado para el conocimiento del presente arbitraje, en virtud de las funciones que le atribuía el artículo 144 de la ya derogada Ley 20/2002, de 4 de noviembre de Cooperativas de Castilla-La Mancha, y que reproduce en iguales términos el artículo 167 de la vigente Ley 11/2010, de 4 de noviembre.

Esta potestad para desempeñar funciones arbitrales, prevista en la legislación cooperativa autonómica, se reconoce bajo la figura del arbitraje institucional prevista en el artículo 14 de la Ley de Arbitraje, estableciéndose en el apartado segundo del citado precepto que se ejercerán dichas funciones conforme a sus propios reglamentos.


En virtud de Resolución de fecha 09 de marzo de 2012, de la Secretaría del Consejo Regional de Economía Social de Castilla-La Mancha, por acuerdo de su Comisión de arbitraje, conciliación y mediación en su reunión de idéntica fecha, se nombró Árbitro a quien suscribe.

Se ha procedido en el presente arbitraje conforme a lo establecido en el Decreto 72/2006, de 30 de mayo, de los procedimientos de Arbitraje, Conciliación y Mediación en el ámbito de la economía social. Asimismo, se ha observado lo dispuesto en la Ley 60/2003, de 23 de de diciembre, de Arbitraje - modificada por la Ley 11/2011 de 20 de mayo -, de aplicación supletoria según lo dispuesto en la Disposición Adicional Única del Decreto 72/2006.
SEGUNDO.-    Sobre el Convenio Arbitral y la modalidad de arbitraje
D. XXXX, a través de su representación, solicitó la celebración del presente arbitraje ante el Consejo Regional de Economía Social en su escrito de fecha 02 de febrero de 2012, petición que se fundamenta en la cláusula de sumisión arbitral establecida en la Disposición Final de los Estatutos de la sociedad cooperativa ante este órgano de la economía social y de conformidad con lo recogido en el apartado primero, letra a) del artículo 16 del Reglamento. De igual manera la cooperativa demandada se sometió expresamente en su escrito de contestación al arbitraje solicitado.
Hay que establecer que la presente solicitud trae su causa en la resolución del Juzgado de lo Mercantil y de Primera Instancia Nº X de XXX, ante el que habiéndose interpuesto demanda de impugnación de acuerdos sociales por el mismo demandante, decretó su falta de jurisdicción “por hallarse la cuestión sometida a Arbitraje del Consejo Regional de Economía Social de Castilla-La Mancha“, ante la declinatoria que se planteó de contrario por la sociedad XXXX

Esta modalidad de Derecho viene reconocida como excepcional en el artículo 15 del Decreto, requiriendo previo acuerdo expreso de las partes en el uso de dicha clase de arbitraje, sin perjuicio del carácter ordinario que se establece para aquel en el artículo 34.1 de la Ley 60/2003, de 23 de diciembre.

TERCERO.-  Sobre la excepción de caducidad de la acción.
Este Árbitro tras examinar los iniciales escritos de demanda y contestación, así como las alegaciones aportadas por las partes debe emitir las siguientes conclusiones. 

Con carácter previo a entrar en conocimiento de la cuestión debatida, se le exige examinar la excepción alegada por la cooperativa, que argumentó de manera muy extensa y con gran número de referencias jurisprudenciales del Tribunal Supremo y resoluciones de tribunales inferiores, en la aplicación a este procedimiento de la derogada Ley 20/2002, de 14 de noviembre, de Cooperativas de Castilla-La Mancha, en virtud de la Disposición Transitoria Primera de la vigente Ley de Cooperativas, argumento que hace suyo este Árbitro por ser la norma vigente a la fecha de la baja del socio y posterior liquidación.
De igual manera este Árbitro acepta los motivos que expone la sociedad cooperativa cuando alega que existe un procedimiento específico para la impugnación tanto del acuerdo del Consejo Rector como del posterior recurso, en su caso, frente a la Asamblea que resuelva el mismo referido a la liquidación y reembolso de las aportaciones obligatorias, que el apartado sexto del artículo 30 de la Ley de 2002 fijaba en “un mes desde la notificación” en ambos casos.

Pero a pesar de esa conformidad con los argumentos aportados este Árbitro debe rechazar la excepción alegada en base a los siguientes motivos:

a)  Considera este Árbitro que a diferencia de lo que la cooperativa expone en su propio expositivo Segundo, si estamos ante un supuesto de NULIDAD intrínseca de los acuerdos adoptados por los órganos de la cooperativa – cuya justificación se recoge en otro fundamento de este Laudo -, y no de anulabilidad como pretende aquella. El fundamento de esta conclusión se apoya sobre la base de la propia expresión de la cooperativa que señala “la naturaleza imperativa, con la que recoge la Ley de Cooperativas (tanto la anterior, como la actual), y los Estatutos Sociales, la práctica de la liquidación al socio, para el caso de baja del mismo.”, es decir, ese carácter imperativo que la propia demandada invoca, no puede permitir que la cooperativa pueda dejar abierta sine die a su elección la obligación de efectuar la liquidación y reembolso de las aportaciones, según se establecía en el artículo 61 de la Ley de 2002 y reproduce el vigente artículo 82 de la Ley 11/2010. La nulidad consubstancial del acuerdo impugnado impide aceptar la validez de su posterior tramitación y las consecuencias que de él se deriven.
En ningún caso se puede atribuir carácter dispositivo al procedimiento que se fija en el referido precepto cuando de su tenor literal se puede comprobar que fija plazos y momentos de inicio de cómputo muy concretos y objetivables, así en el apartado primero establece que “La liquidación de estas aportaciones se practicará a partir del balance de cierre del ejercicio social en el que se ha originado el derecho de reembolso …”; pero es que además establece un plazo concreto para efectuar el cálculo una vez cerrado el ejercicio social, de manera que el Consejo Rector dispone únicamente de un plazo de tres meses desde la aprobación del ejercicio económico en el que haya causado baja el socio, para proceder a efectuar el cálculo del importe a reembolsar de sus aportaciones.
b) La CADUCIDAD que tanto se argumenta en la excepción formulada le es de aplicación en primer lugar a los acuerdos sociales por los que se establecen las deducciones por los órganos de la cooperativa demandada. De la simple lectura por este Árbitro de las propias sentencias que se incluyen en el procedimiento a instancia de la entidad y del concepto que en ellas se deduce “la caducidad o decadencia de derechos surge cuando la ley o la voluntad de los particulares señalan un plazo fijo para la duración de un derecho, de tal modo que, transcurrido no puede ser ya ejercitado”, por lo que no habiendo efectuado las deducciones previstas en el apartado segundo del artículo 61 en el plazo fijado de tres meses desde la aprobación de las cuentas del ejercicio 2006 en el que causó baja el socio, se “impone la decadencia fatal y automática de tal derecho en razón meramente objetiva de su no utilización, y más en cuanto que los derechos o facultades jurídicas conceden a su titular la facultad o poder para provocar un efecto o modificación jurídica ..”. 
En el presente procedimiento estaríamos ante la caducidad de la facultad para practicar deducciones en el derecho de reembolso del socio que causa baja, dado que han transcurrido casi dos años desde la aprobación del ejercicio 2006 por Asamblea General celebrada el 30 de junio de 2007, según se acredita en la Hoja Registral de XXXX.
CUARTO.-  Nulidad o anulabilidad de los acuerdos sociales de XXXX y la doctrina de los “actos propios”.
El Tribunal Constitucional, en su Sentencia 174/1995 de 23 de noviembre, mantiene que el arbitraje es un medio para la solución de conflictos basado en la autonomía de la voluntad de las partes y supone una renuncia a la jurisdicción estatal por la del árbitro, siendo así un equivalente jurisdiccional que resulta compatible, en principio con la Constitución. Como consecuencia más inmediata es el reconocimiento respecto de que los árbitros prestan también tutela efectiva de los derechos e intereses legítimos en el sentido del artículo 24.1 de nuestra Constitución, ya que su actividad conduce a la creación de un título ejecutivo con eficacia similar a la sentencia judicial.

La asimilación del arbitraje como garante de la tutela efectiva de derechos se ve ratificada en la STC 62/1991, que califica al mismo como equivalente jurisdiccional mediante el cual las partes pueden obtener los mismos objetivos que con la jurisdicción civil.

De la anterior exposición sobre la naturaleza arbitral cabe justificar el estudio a realizar por este Árbitro sobre la calificación como nulos o anulables de los acuerdos adoptados por el Consejo Rector, realizando deducciones por pérdidas correspondientes al ejercicio 2006 y acumuladas de ejercicios anteriores, que posteriormente se ratificarían por acuerdo en Asamblea General.
Los actos contrarios a las normas imperativas y a las prohibitivas son nulos de pleno derecho, salvo que en ellas se establezca un efecto distinto para el caso de contravención (artículo 6.3 del Código Civil), pero esta facultad para su declaración por un órgano jurisdiccional o asimilado como es el arbitraje, bien a instancia de parte o de oficio sólo tiene justificación en que se trate de actos inequívocamente nulos y exista una contradicción o infracción patente de la norma imperativa o prohibitiva del vínculo jurídico concertado y que aparezca claro el carácter coactivo o prohibitivo de la ley vulnerada (STS 9 marzo 2000 y 23 noviembre 2006),  aunque también cabría declarar la nulidad porque así lo exija el interés público, por suponen los actos realizados un daño o peligro para el orden público, impliquen un fraude de ley o sean atentatorios a la moral, supuestos estos no concurrentes el presente procedimiento.
Como ya se recogió en el Fundamento anterior, la propia cooperativa mantiene la naturaleza imperativa de los preceptos que regulan el procedimiento de liquidación y reembolso de aportaciones, facultando al órgano de administración para efectuar deducciones y descuentos al amparo de la Ley de Cooperativas, pero igualmente con plazos tasados para su ejecución y con requisitos de obligado cumplimiento, que la cooperativa no pone en funcionamiento sino años después sin que hubiera existido – ni se ha aportado en el procedimiento -, circunstancias que hubieran impedido la aplicación de esas normas imperativas.
Pero no sólo cabe calificar como nulos los acuerdos societarios en base a que sean contrarios a una norma imperativa, sino que se debe introducir lo que se denomina como la “doctrina de los actos propios”, en relación con la conducta observada por la propia sociedad demandada.
La jurisprudencia ha definido los “actos propios” (STS 24 abril 2004 y 27 marzo 2007 entre otras) como aquellos que, para vincular a su autor, han de ser inequívocos y definitivos, en el sentido de crear, establecer y fijar o modificar una determinada relación jurídica, con lo que producen estado. Esta doctrina se ha desarrollado basada en la necesidad de proteger la buena fe y la confianza, combinada con la salvaguarda de la apariencia y estabilidad de las situaciones jurídicas, lo que exige para que su autor quede ligado frente al sujeto pasivo de los mismos.

Los presupuestos doctrinales de aplicación de esta regla (STS Sala Civil 20 marzo 2012) son los siguientes: “1º, que una persona haya observado, dentro de una determinada situación jurídica, una conducta relevante, eficaz y vinculante; 2º, que posteriormente esta misma persona intente ejercitar un derecho subjetivo o una facultad, con creación de una situación litigiosa y formulado dentro de ella una determinada pretensión; 3º, que entre la conducta anterior y la pretensión posterior exista una incompatibilidad o contradicción, según el sentido que de buena fe hubiera de atribuirse a la conducta anterior; y 4º, que entre la conducta anterior y la pretensión posterior exista una perfecta identidad de sujetos.”
Nuestro alto Tribunal considera que para estimar que se ha infringido la doctrina de los actos propios, que encuentra su apoyo legal en el artículo 7.1 del Código Civil – según el cual los derechos deberán ejercitarse conforme a las exigencias de la buena fe -, ha de haberse creado un quebranto del deber de coherencia en los comportamientos, debiendo concurrir en los actos propios condición de ser inequívocos, en el sentido de crear, definir, fijar, modificar o extinguir, sin ninguna duda, una precisada situación jurídica afectante a su autor, ocasionando incompatibilidad o contradicción entre la conducta precedente y la actual.
De los hechos que se han acreditado en este procedimiento podemos afirmar que en fecha 03 de julio de 2006 causó baja voluntaria como socio trabajador de XXXX el demandante D. XXXX y que como consecuencia de esa baja  se procedió a firmar un acuerdo extrajudicial entre ambas partes, según se recoge literalmente en el propio acuerdo “para poner fin a la participación de éste en dicha Sociedad”. En el citado acuerdo la cooperativa XXXX liquidó las aportaciones del socio que causó baja en la cantidad de 12.000,00 euros, y de hecho la sociedad cooperativa señaló literalmente que el título de esa deuda era “en concepto de participación en el capital social de dicha empresa”. 
Junto a lo anterior se estableció un reembolso aplazado en cantidad de 3.000,00 euros por año en los ejercicios 2007, 2008, 2009 y 2010, incluyendo una cláusula de garantía según la cual si se disolvía la empresa antes del 01 de enero de 2011 debería abonarse de una sola vez las cantidades que estuvieran pendientes a dicha fecha.
Los negocios jurídicos y sus consecuencias para las partes son lo que su apariencia y contenido denotan y no lo que las partes quieran en cada caso denominar, así en realidad estamos ante una liquidación y reembolso de aportaciones al amparo del artículo 61 de la derogada Ley de 2002 por varios motivos:
a) El título del reintegro de esa cantidad se fija de común acuerdo en las aportaciones obligatorias del ex socio a la sociedad cooperativa XXXX y no por otra obligación de pago.
b) La  cantidad de 12.000,00 euros es casi idéntica a la que establece como capital social la propia cooperativa en el acuerdo del Consejo Rector de 30 de abril de 2009, que lo fija en 12.367,97 euros.

c) La firma del presidente en el acuerdo vincula a la cooperativa como representante legal de la entidad, según recogía el artículo 44.1 de la Ley 20/2002 y ahora reproduce el artículo 56.2 de la Ley 11/2010, y no consta que se haya ejercitado acción alguna contra el presidente o el Consejo Rector colegiadamente por parte de la cooperativa o sus socios como consecuencia de la celebración de dicho acuerdo, lo que ratifica su contenido y conformidad con aquel.
d) La propia vinculación que para la cooperativa supone esa liquidación provoca que en el ejercicio 2007, en el que ya se conocían los resultados económicos del año anterior y las pérdidas alegadas, se abonen parcialmente la liquidación en cuantía de 2.100,00 euros: 1.500,00 euros en fecha 07 de febrero de 2007 y otros  600,00 euros el día 17 de marzo de 2008.
La afirmación que en sus resoluciones recoge la titular del Juzgado Mixto Nº X de XXXX, sobre la calificación de que el “documento firmado por la demandada en una actuación propia de la Cooperativa en el tráfico privado, esto es, un reconocimiento de deuda…”, se comparte íntegramente por este Árbitro, destacando además que dicho órgano judicial se abstiene al igual que el Juzgado de lo Mercantil de XXX, en favor de que sea este órgano parajurisdiccional el que resuelva la aplicación, no del artículo 82 de la vigente Ley como se señala en la sentencia XX/XX, sino la del artículo 61 de la Ley 20/2002, que es el aplicable a la presente liquidación y reembolso.
Como consecuencia de la competencia atribuida, este Árbitro no califica strictu sensu el documento firmado como un mero reconocimiento de deuda que vincula el abono de las cantidades recogidas a la parte deudora, sino como una auténtica liquidación que realiza la cooperativa voluntariamente y no pudiendo ser calificada como una mera propuesta o información sobre el capital aportado por el ex socio.

La cooperativa realiza dicha liquidación de una forma inequívoca y definitiva que le vincula ante el ex socio – de tal manera que se ha dictado sentencia judicial condenando a su abono -; el hecho objetivo de que la cooperativa no hiciera uso de los plazos y motivos que la Ley le otorga para practicar deducciones en las cantidades a reembolsar ha sido una decisión que libremente ha tomado la entidad a través de su órgano de administración. Difícilmente puede admitirse que la cooperativa vuelva contra sus propios actos cuando, casi dos años después en abril de 2009, pretende practicar las deducciones a las que renunció libremente por unas pérdidas que conocían todos los socios reunidos en Asamblea General de fecha 30 de junio de 2007, y aún menos admisible en Derecho que además esa inactividad suponga título bastante para llevarlas a cabo y exigir su cumplimiento
Todo lo expuesto nos hace considerar que estamos ante la infracción de la doctrina de los actos propios dado que existe una plena identidad de sujetos tanto en el acuerdo extrajudicial como en las deducciones pretendidas por la cooperativa y una contradicción patente entre el contenido del acuerdo inicial y la pretensión posterior de la cooperativa contra el contenido del mismo.
QUINTO.-  Sobre el abono de intereses por retraso en el cálculo de la liquidación
Las alegaciones que realiza la cooperativa sobre la anulabilidad de los acuerdos societarios no pueden ser admitidas por la propia argumentación que se ha empleado en este Laudo sobre la nulidad intrínseca de aquellos, pero tampoco puede tener cabida la posibilidad que plantea la entidad respecto a una hipotética responsabilidad, que tan sólo se traduciría en el pago de intereses legales desde la fecha en que se debió realizar el acuerdo.
El rechazo se articula desde el propio artículo 61.5 de la Ley de 2002, que sólo prevé esos intereses legales cuando se difiera el abono del reembolso de las aportaciones, es decir, una vez que se hayan practicado en su caso las deducciones o descuentos a que hubiera lugar y estemos ante una cantidad líquida y exigible, no a su cálculo que fija en los tres meses posteriores a la aprobación de las cuentas del ejercicio económico. Todo ello hace inviable la aplicación analógica que la demandada hace del artículo 36.2 de la Ley de 2002, por existir una regulación específica e incuestionable en esta materia de liquidación y reembolso de aportaciones.

SEXTO.-  Obligaciones del socio frente a las deudas cooperativas

Este Árbitro hace suyas por compartirlas íntegramente las afirmaciones y argumentos que realiza la cooperativa sobre el posible enriquecimiento injusto que beneficiaría al socio que causa baja, respecto de las deudas y pérdidas que durante la vigencia de su relación como socio trabajador se han generado, pero este órgano arbitral tiene que señalar que es la sociedad cooperativa la que ha renunciado voluntariamente a hacer partícipe al socio que causa baja de esa imputación de pérdidas, tanto del propio ejercicio en que causa baja como de las acumuladas de otros ejercicios, y esa renuncia se concreta en la firma por el representante legal de la sociedad de una liquidación que obvia esa posible imputación y que además de una forma clara e inequívoca asume la obligación de su pago íntegro, con la única limitación de que su abono sea aplazado en cuatro años. 
No se puede dejar de lado tampoco que la deducción alegada se podría haber planteado desde el mismo mes de junio de 2007, cuando ya se conocían los resultados contables consolidados, y no en abril de 2009, casi dos años después, sin que pueda alegar la sociedad desconocimiento de sus propias cuentas anuales u ocultación por parte de algún órgano, socio, ex socio o de un tercero.
SÉPTIMO.-    Sobre las costas del procedimiento arbitral
En virtud de lo establecido en el artículo 4 del Reglamento de los procedimientos de arbitraje, se señala como uno de los principios rectores el de gratuidad para las partes en lo que se refiere a los honorarios del Árbitro, debiendo satisfacer cada parte los gastos efectuados a su instancia y los que sean comunes por mitad, salvo que las partes acuerden otra forma de reparto. Finalmente, para la sustanciación del presente procedimiento, el Árbitro no ha incurrido en gastos ajenos a la propia actuación arbitral.

A la vista de los antecedentes de hecho y fundamentos de derecho expuestos, procede dictar, en Derecho, el siguiente

LAUDO

PRIMERO.-   Se acuerda declarar por este Árbitro la estimación de la solicitud interpuesta por D. XXXX de declaración de NULIDAD de pleno Derecho del acuerdo adoptado por la Asamblea General extraordinaria de fecha 02 de julio de 2011, por el que se desestimó el recurso planteado contra la liquidación efectuada por el Consejo Rector al demandante en sus aportaciones al capital social de la entidad XXXX, con motivo de su baja voluntaria de la sociedad. 

Asimismo se declara NULO y sin efectos el acuerdo del Consejo Rector de fecha 30 de abril de 2009, por el que se acordó la práctica de deducciones a la liquidación y reembolso de aportaciones obligatorias, de cuyas aplicación resultó un saldo deudor del demandante a favor de XXXX, por un valor de MIL DOSCIENTOS ONCE EUROS CON OCHENTA Y OCHO CÉNTIMOS DE EURO (1.211,88 euros).
SEGUNDO.-   El presente arbitraje es gratuito para ambas partes, en lo que a honorarios y gastos del Árbitro se refiere. Con relación a los honorarios de letrados u otros profesionales que pudieran actuar en el procedimiento, deberán satisfacerse a su instancia por cada parte.

El laudo arbitral podrá presentarse para su protocolización notarial en los plazos y con los requisitos establecidos en el artículo 31 del Reglamento.


Este laudo, firmado por el Árbitro, será notificado a ambas partes a través de la Secretaría de la Comisión de arbitraje, conciliación y mediación, de conformidad con el artículo 29 del Reglamento  y contra el mismo cabe interponer la  acción de anulación según lo previsto en el artículo 32 del Reglamento, que se remite en esta materia a lo establecido en el artículo 40 y siguientes de la Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de Arbitraje, siendo el tribunal competente para conocer de la misma la Sala de lo Civil y de lo Penal del Tribunal Superior de Justicia de Castilla-La Mancha.

Todo lo anterior, sin renuncia del derecho que a las partes les asiste de solicitar la corrección, aclaración y complemento del laudo, al amparo del artículo 30 del Reglamento.

TERCERO.-   Los laudos arbitrales tendrán eficacia desde su notificación a las partes en el procedimiento y cabrá, en su caso, la  ejecución forzosa  de la presente resolución, a tenor de lo establecido en el Título VIII de la Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de Arbitraje.


Se estará en materia de competencia para la determinación de los Tribunales competentes para las funciones de apoyo y control del arbitraje, a lo establecido en el artículo 8 de la Ley arbitral, en la redacción dada por la Ley 11/2011.

Este es el Laudo que pronuncio, mando y firmo en Albacete, a catorce de mayo de dos mil doce.

Fdo.: Justo Juan Pliego Romero
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